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Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González, la Juez 

Birriel Cardona y la Juez Surén Fuentes. 
 
Surén Fuentes, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

 Comparece ante nos el señor Bryan H. López Román, parte 

apelante ante nos, quien solicita revisión de la Sentencia dictada 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Ponce (TPI), 

el 30 de abril de 2014, y notificadas a las partes el 9 de mayo de 

2014. 

I. 

 Por hechos ocurridos el 21 de marzo de 2013, el Estado 

acusó al Sr. López Román con un cargo de asesinato en primer 

grado, en su modalidad de premeditación, Art. 93 del Código Penal 

de Puerto Rico, 33 L.P.R.A. sec. 5142; y por infringir el Art. 5.04 de 

la Ley de Armas de Puerto Rico, 25 L.P.R.A. sec. 458c. La 

celebración del juicio por jurado en su fondo inició el 24 de febrero 

de 2014, culminando el 30 de abril de 2014 con la lectura de la 

Sentencia. Durante el juicio, el Ministerio Público presentó 

juntamente con la prueba documental, el testimonio pericial de los 
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Investigadores Forenses, el Sr. Pedro Castro González, el Sr. Pedro 

Bonilla Laboy, y el Sr. Edward Pérez Benítez; así como de la Sra. 

Edda Rodríguez Morales, patóloga forense, de la Sra. Maribel 

Meléndez, madre del Sr. Luis Omar Rodríguez Meléndez, occiso 

víctima del asesinato; y de la Sra. Ada Meléndez Santiago, testigo 

de los hechos por los cuales se acusó al aquí apelante.  

 Por su parte, la defensa presentó el testimonio de la Sra. 

Juleynid Rivas Urrutia, esposa del Sr. López Román; y de la Sra. 

Norma Iris Sánchez Feliciano, testigo de reputación.  

 Concluido el juicio en su fondo, y tras las debidas 

instrucciones impartidas por el Tribunal a los miembros del 

Jurado, dicho cuerpo rindió un veredicto de culpabilidad contra el 

Sr. López Román por todos los cargos de epígrafe. Así las cosas, el 

30 de abril de 2014, el TPI dictó Sentencia, en la cual condenó al 

apelante, a cumplir la pena de ciento once (111) años de cárcel, 

toda vez que fue declarado culpable por el delito tipificado en el 

Art. 93 del Código Penal, supra. Igualmente, el 30 de abril de 2014, 

el TPI dictó Sentencia, en la cual condenó al apelante, a cumplir la 

pena de quince (15) años, toda vez que fue declarado culpable por 

el infringir el Art. 5.04 de la Ley de Armas, supra. 

 Inconforme con lo anterior, el 2 de junio de 2014 el Sr. López 

Román acudió ante nos mediante Apelación, en la cual formuló los 

siguientes señalamientos de error: 

Erró el Honorable Jurado en la apreciación de la 
prueba desfilada y admitida en evidencia ante él, ya 
que debió absolver por duda razonable y fundada. 

 
Erró el Honorable Tribunal de Instancia al no admitir 

en evidencia una prueba documental ofrecida por el 
compareciente, a pesar de haberse brindado el 
fundamento correcto para su admisión, y éste pudo 

haber cambiado el parecer del Jurado. 
 
Erró el Honorable Tribunal de Instancia al no 

permitirle a un testigo de Defensa refrescarse la 
memoria con un documento u otros medios a pesar 

de haberse brindado el fundamento adecuado para 
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su aceptación y que pudo haber tenido el efecto de 
cambiar el parecer del Jurado. 

 
Erró el Honorable Tribunal de Instancia al permitirle 

al Ministerio Público presentar cierta evidencia 
testifical que no tenía un propósito legítimo en 
derecho y que por el contrario lo que buscaba era 

inflamar el ánimo del Jurado contra el acusado-
apelante. 
 

Erró el Honorable Tribunal de Instancia al impartir 
cierta instrucción al Jurado la que dentro del 

balance de intereses, su valor probatorio no era 
mayor que el perjuicio que le ocasionó al acusado-
apelante. 

 
El 1 de julio de 2014 emitimos Resolución a la Secretaría del 

TPI requiriendo reproducir el disco compacto de la prueba oral 

presentada en juicio, siendo la misma indispensable en vista de 

que los errores señalados por el apelante inciden sobre la 

apreciación de la prueba. 

El 24 de agosto de 2015, el Sr. López Román presentó ante 

nos Alegato del Apelante. Por su parte, el Ministerio Público 

presentó Alegato del Pueblo de Puerto Rico, el 16 de noviembre de 

2015. Posteriormente recibimos la regrabación de la prueba oral 

vertida durante el juicio en su fondo, y la transcripción estipulada 

de la misma.  

Con el beneficio de las posiciones de las partes, la totalidad 

del expediente, la regrabación de la prueba oral vertida durante el 

juicio en su fondo, y la transcripción estipulada de la misma, 

procedemos a resolver. 

II. 

 El Artículo II, Sección 11 de la Constitución del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico establece, que en todo proceso de 

naturaleza criminal el acusado de delito se presume inocente hasta 

tanto se pruebe lo contrario. Art. II, Sec. 11, de la Const. ELA, 

L.P.R.A., Tomo I; R. 110 de Procedimiento Criminal, 34 L.P.R.A. 

Ap. II, R. 110. Véase, Pueblo v. De Jesús Mercado, 188 D.P.R. 467 

(2013). Cónsono con dicho derecho, la Regla 304 de Evidencia 
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establece la presunción de que toda persona es inocente de delito o 

falta hasta que se demuestre lo contrario. 32 L.P.R.A. Ap. VI, R. 

304. La misma dispone que al controvertir la presunción de 

inocencia, nuestro ordenamiento jurídico exige el quantum 

probatorio de más allá de duda razonable. Este estándar se le 

impone al Estado en su deber de encausar toda conducta 

amenazante a la seguridad pública. Pueblo v. De Jesús Mercado, 

supra; Pueblo v. García Colón I, 182 D.P.R. 129 (2011).  

En Pueblo v. Bigio Pastrana, 116 D.P.R. 748, 761 (1985), el 

Tribunal Supremo describió dicha prueba como aquella que 

establece “aquella certeza moral que convence, dirige la inteligencia 

y satisface la razón”. El término “duda razonable” no es otra cosa 

que la existencia de insatisfacción o intranquilidad con la prueba 

de cargo presentada en la conciencia del juzgador de los hechos. 

Pueblo v. Cabán Torres, 117 D.P.R. 645, 652 (1986). Debido a que 

la duda razonable es un principio consustancial con la presunción 

de inocencia y constituye uno de los imperativos del debido 

proceso de ley, en aquellos casos en que existen dudas en la mente 

del juzgador en cuanto a la culpabilidad del acusado, procede su 

absolución. Pueblo v. De León Martínez, 132 D.P.R. 746, 764 

(1993).  

Ahora bien, la duda que justifica la absolución de un 

acusado además de razonable, debe surgir de una consideración 

serena, justa e imparcial de toda la evidencia del caso o de la falta 

de suficiencia de prueba en apoyo de la acusación. Pueblo v. 

Malavé Sánchez, 95 D.P.R. 395, 399 (1967). El hecho de que el 

Estado tenga la responsabilidad de demostrar la culpabilidad del 

acusado más allá de duda razonable no significa que deba destruir 

toda duda razonable, ni que la culpabilidad del acusado tenga que 

establecerse con certeza matemática, sino que la evidencia debe 

producir aquella certeza moral que convence, dirige la inteligencia 
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y satisface la razón. No debe ser pues, una duda especulativa o 

imaginaria. Pueblo v. García Colón I, 182 D.P.R. 129, 177 (2011). 

En acorde con tales principios de Derecho, la Regla 110 de 

Evidencia 32 L.P.R.A. Ap. VI, R. 110, la cual regula lo concerniente 

a la evaluación y suficiencia de la prueba, dispone lo siguiente:  

La juzgadora o el juzgador de hechos deberá evaluar la 
evidencia presentada con el propósito de determinar 

cuáles hechos han quedado establecidos o 
demostrados, con sujeción a los principios siguientes: 

  

[...] 
 

c) Para establecer un hecho, no se exige aquel grado de 
prueba que, excluyendo la posibilidad de error, 
produzca absoluta certeza. 

 
d) La evidencia directa de una persona testigo que 

merezca entero crédito es prueba suficiente de 
cualquier hecho, salvo que otra cosa se disponga por 
ley.  

  
[...]  

  

Cónsono con lo anterior, el testimonio de un testigo 

principal, por sí solo, de ser creído, es suficiente en derecho para 

sostener un fallo condenatorio, aun cuando no haya sido un 

testimonio “perfecto”, pues es al juzgador de los hechos a quien le 

corresponde resolver la credibilidad de un testigo cuando haya 

partes de su testimonio que no sean aceptables. Pueblo v. De Jesús 

Mercado, supra, citando a Pueblo v. Chévere Heredia, 139 D.P.R. 1 

(1995). Aún si un testigo falta a la verdad en una parte de su 

testimonio, ello no conlleva que necesariamente deba descartarse 

el resto de su declaración. La máxima “falsus in uno, falsus in 

omnibus'” no autoriza a rechazar la declaración en su totalidad de 

un testigo porque se haya contradicho o faltara a la verdad en 

parte de su testimonio. Pueblo v. Pagán Santiago, 130 D.P.R. 470 

(1992). En ese sentido, la misión de los tribunales requiere 

armonizar y analizar en conjunto e integralmente toda la prueba, a 

los fines de arribar a una conclusión correcta y razonable del peso 
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que ha de concedérsele al testimonio en su totalidad. Pueblo v. De 

Jesús Mercado, supra. 

En igual acorde con la esbozada norma de Derecho, las 

Reglas 104, 105 y 106 de Evidencia, 32 L.P.R.A. Ap. VI, regulan el 

procedimiento a seguir ante la admisión o exclusión errónea de 

evidencia y el efecto que tiene la comisión de un error de esta 

naturaleza sobre un dictamen. Reza primeramente la Regla 104 en 

lo pertinente al caso de autos:  

Regla 104. Admisión o exclusión errónea de 

evidencia  

(a) Requisito de objeción. —La parte perjudicada 

por la admisión errónea de evidencia debe 
presentar una objeción oportuna, específica y 

correcta o una moción para que se elimine del 
récord evidencia erróneamente admitida cuando el 
fundamento para objetar surge con posterioridad. 

Si el fundamento de la objeción surge claramente 
del contexto del ofrecimiento de la evidencia, no 
será necesario aludir a tal fundamento.  

Así también, la Regla 105 (A) de Evidencia, 32 L.P.R.A. Ap. 

VI, R. 105, reza como sigue: 

No se dejará sin efecto una determinación de 
admisión o exclusión errónea de evidencia ni se 
revocará por ello sentencia o decisión alguna a menos 
que: (1) La parte perjudicada con la admisión o 
exclusión de evidencia hubiere satisfecho los 
requisitos de objeción, fundamento u oferta de prueba 
establecidos en la Regla 104 de este apéndice, y (2) el 

tribunal que considera el señalamiento estime 
que la evidencia admitida o excluida fue un 
factor decisivo o sustancial en la sentencia 

emitida o decisión cuya revocación se solicita. (b) 

Error constitucional.—Si el error en la admisión o 
exclusión constituye una violación a un derecho 
Constitucional de la persona acusada, el tribunal 
apelativo sólo confirmará la decisión si está 

convencido más allá de duda razonable que, de 
no haberse cometido el error, el resultado 

hubiera sido el mismo. (Énfasis nuestro). 

 
Vemos entonces que conforme a la citada norma, la 

exclusión o la admisión errónea de evidencia no conlleva a la 

revocación de un dictamen, cuando tal exclusión o admisión no 

es factor decisivo o sustancial en el resultado del pleito. Sin 

embargo, cuando la exclusión o la admisión errónea es de tal 
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envergadura que el tribunal considera que ésta fue un factor 

decisivo o sustancial en la sentencia, procede la revocación y 

concesión del remedio solicitado. Pueblo v. Martínez Solís, 128 

D.P.R. 135 (1991). Véase, además, Hernández v. Padilla, supra. 

Para determinar si un error en materia de evidencia justifica 

revocar una sentencia hay que determinar si, de no haberse 

cometido el error, probablemente el resultado hubiera sido 

diferente. Pueblo v. Mangual Hernández, 111 D.P.R. 136 (1981).  

De otra parte, la Regla 95 (A) de Procedimiento Criminal, 34 

L.P.R.A. Ap. II, R.95(A), delimita el alcance del descubrimiento de 

prueba del acusado a favor del Ministerio Fiscal. La aludida regla 

dispone en lo concerniente que:  

(a) Previa Moción del Ministerio Fiscal, luego de que 
el acusado haya solicitado el descubrimiento de 
prueba bajo las cláusulas (3) y (4) del inciso (a) de 
la Regla 95 y, dentro del término prescrito para 
someterla, el tribunal ordenará al acusado que 
permita al Ministerio Fiscal inspeccionar, copiar o 
fotocopiar el siguiente material o información que 
esté en posesión, custodia o control del acusado y 
que pretenda presentar como prueba en el juicio:  

1) Cualquier libro, papel, documento, fotografía u 

objetos tangibles.  

(2) Cualquier resultado o informe de exámenes 
físicos o mentales y de pruebas científicas o 
experimentos realizados en relación con el caso 

en particular.  

(b) Esta regla no autoriza inspeccionar, copiar o 
fotocopiar récords, correspondencia, escritos o 

memorandos que sean producto de la labor del 
acusado o del abogado del acusado en la 
investigación, estudio y preparación de su 

defensa, ni de cualquier comunicación hecha por 
el acusado, como tampoco de aquellas 

declaraciones hechas por el acusado, por los 
testigos o posibles testigos de la defensa o de El 
Pueblo para el acusado o para los agentes o 

abogados del acusado.  

(Énfasis nuestro).  

 

Cónsono con lo anterior, en el caso de Pueblo v. Calderón 

Álvarez 140 D.P.R. 627 (1996), el Tribunal Supremo interpretó que 

el esquema previsto por el legislador en las Reglas 95 y 95(A) de 
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Procedimiento Criminal, supra, crea un deber recíproco de 

descubrir prueba y el mismo posee tres aspectos medulares:  

El primero es que el descubrimiento a favor del 
Ministerio Fiscal exige que la defensa haya hecho 
una solicitud previa de descubrimiento a su favor. 
Esto es, la Regla 95 (A) hace mandatorio que la 

defensa "reciproque" el descubrimiento que el 
Estado hace a favor del acusado. El segundo 

aspecto es que el alcance del descubrimiento que 
la defensa está obligada a realizar es uno limitado 
y se circunscribe en términos generales a objetos, 

documentos, resultados de exámenes físicos o 
mentales y pruebas o experimentos científicos. 

Por último, bajo la Regla 95(A), contrario al Regla 
95 caso de la supra, el descubrimiento a favor del 
ministerio Fiscal está limitado a la prueba que 

esté en manos de la defensa.  

 

 La Regla 95(e) de Procedimiento Criminal, 34 L.P.R.A. Ap. II, 

R.95(e), dispone que cuando se trae a la atención del Tribunal de 

Primera Instancia que una parte no ha cumplido con la orden para 

la producción de prueba emitida bajo la Regla 95, “el tribunal 

podrá ordenar a dicha parte que permita el descubrimiento o 

inspección del material o de la información, prohibir que dicha 

parte presente la prueba no descubierta en el juicio, o podrá 

emitir aquellas órdenes o remedios que estime necesarios de 

acuerdo a las circunstancias.” (Énfasis suplido). 

  Por último, en reiteradas ocasiones el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha indicado “que nuestro esquema probatorio está 

revestido por un manto de deferencia hacia las determinaciones 

que realizan los juzgadores de primera instancia en cuanto a la 

prueba testifical que se presenta ante ellos. Como regla general, un 

tribunal apelativo no debe intervenir con las determinaciones de 

hechos ni con la adjudicación de credibilidad que haya efectuado el 

juzgador de los hechos, ni tiene facultad de sustituir las 

determinaciones del foro primario por sus propias apreciaciones”. 

También ha reafirmado nuestro más Alto Foro que las 

determinaciones de hechos del Tribunal de Primera Instancia a las 
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que sustente prueba oral, merecen gran deferencia de los 

tribunales apelativos. Pueblo v. De Jesús Mercado, supra.  

Esto se debe a que es el juez sentenciador, ante quien 

deponen los testigos, quien tiene la oportunidad de verlos y 

observar su manera de declarar, de poder apreciar sus gestos, 

titubeos, contradicciones, manerismos, dudas, vacilaciones y, por 

consiguiente, de ir formando gradualmente en su conciencia la 

convicción en cuanto a si dicen la verdad. En ese sentido, el foro 

primario se encuentra en mejor posición para evaluar y adjudicar 

la credibilidad de un testigo. Pueblo v. García Colón I, supra.  

Es por lo anterior que en ausencia de error manifiesto, 

pasión, prejuicio o parcialidad no intervendremos a nivel apelativo 

con las determinaciones de hechos y adjudicación de credibilidad 

hechas en instancia por el juzgador de los hechos. Pueblo v. Dávila 

Delgado, 143 D.P.R. 157 (1997). Es al juzgador de los hechos de 

instancia a quien le corresponde resolver la credibilidad de un 

testigo cuando haya partes de su testimonio que no sean 

aceptables e incluso sean increíbles. Después de todo, “no existe el 

testimonio „perfecto‟, el cual de ordinario, en lugar de ser indicativo 

de veracidad, es altamente sospechoso por cuanto, por lo general, 

es producto de fabricación.” Pueblo v. Cabán Torres, supra, pág. 

656.  

La determinación de si se probó la culpabilidad del acusado 

más allá de duda razonable es revisable en apelación, debido a que 

la apreciación de la prueba desfilada en un juicio es un asunto 

combinado de hecho y de derecho. Pueblo v. Irizarry, 156 D.P.R. 

780, 788 (2002). En casos de naturaleza penal la función revisora 

del Tribunal de Apelaciones consiste en evaluar si se derrotó la 

presunción de inocencia del acusado y si su culpabilidad fue 

probada por el Estado, más allá de duda razonable, luego de 

haberse presentado “prueba respecto a cada uno de los elementos 
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del delito, su conexión con el acusado y la intención o negligencia 

criminal de este último.” Pueblo v. Acevedo Estrada, 150 D.P.R. 84, 

99 (2000). 

Sin embargo, tal apreciación de la prueba descansa en el 

juzgador de los hechos y los tribunales apelativos no 

intervendremos con la misma a menos que exista error manifiesto, 

pasión, prejuicio o parcialidad. Pueblo v. Irizarry, supra, págs. 788-

789. Si se tuviera que evaluar la prueba presentada ante el foro de 

Primera Instancia en casos de naturaleza penal, impera la norma 

de deferencia al juzgador de los hechos en cuanto a las 

determinaciones por éste hechas en relación a la apreciación de la 

prueba y el fallo inculpatorio emitido por un juzgador.  

Esta norma se fundamenta en el principio de que, son los 

foros primarios los que están en mejor posición para evaluar la 

prueba presentada debido a que tienen la oportunidad de observar 

y escuchar los testigos, aquilatar el testimonio de éstos y adjudicar 

la credibilidad que el mismo le haya merecido. Pueblo v. Cabán 

Torres, supra, pág. 654. Máxime cuando existe un planteamiento 

de insuficiencia de prueba que solo se reduce a la credibilidad de 

los testigos y que son los detalles perceptibles los que resultan 

esenciales para graduar adecuadamente la sinceridad de los 

testimonios. Pueblo v. Torres Rivera, 137 D.P.R. 630, 640 (1994); 

Pueblo v. Rivera Robles, 121 D.P.R. 858, 869 (1988). 

III. 

 Mediante su primer señalamiento de error, el apelante 

sostiene que el testimonio vertido por la Sra. Meléndez Santiago, 

fue uno totalmente mendaz ya que, arguye la parte, dicha testigo 

ostentaba animosidad personal contra el Sr. López Román, la cual, 

la motivó a emitir unas declaraciones alegadamente alejadas de la 

verdad. Específicamente, el apelante señala un accidente de 

tránsito ocurrido, previo a los hechos del caso de epígrafe, entre un 
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vehículo de motor conducido por la testigo Meléndez Santiago, y 

otro vehículo de motor conducido por el Sr. López Román. Así 

también, la parte apelante destaca que durante el testimonio de la 

Sra. Meléndez Santiago, ésta admitió haber mentido al Agente del 

orden público asignado a la investigación del caso, cuando 

primeramente expresó a éste que no había estado en lugar de los 

hechos para presenciar el acto delictivo cometido por el Sr. López 

Román. 

 Según surge de la regrabación de la prueba oral, al igual que 

de la transcripción de la misma sometida al expediente, la Sra. 

Meléndez Santiago afirmó haber estado involucrada en un 

accidente de tránsito con el Sr. López Román.1 Sin embargo, la 

defensa no fue capaz de demostrar que dicho incidente de tránsito 

hubiese servido de forma alguna como motivación suficiente para 

provocar a la testigo a incurrir en un testimonio contrario a la 

verdad. Antes bien, la Sra. Meléndez Santiago indicó que el evento 

del choque entre los vehículos ocurrió mucho antes de los hechos 

del caso de autos, y que el mismo no provocó discrepancia alguna 

entre ella y el Sr. López Román. Dicho testimonio no fue rebatido 

por la defensa.2       

 Igualmente, surge del testimonio de la Sra. Meléndez 

Santiago, que en primera instancia ésta manifestó mendazmente al 

Agente investigador que no había estado presente en el momento 

en que el Sr. López Román disparó al Sr. Rodríguez Meléndez.3 

Sobre esto, precisa recalcar que como parte de las instrucciones 

impartidas al Jurado, y conforme al Derecho anteriormente citado, 

el TPI correctamente indicó a dicho Cuerpo que “[u]n o una testigo 

que hubiese faltado a la verdad en una parte esencial de su 

declaración deberá ponerse en duda respecto a las otras, pero esto 

                                                 
1
 Transcripción de la prueba oral estipulada, págs. 249-250. 

2
 Id., a las págs. 267-268. 

3
 Id., a las págs. 238-239. 
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no quiere decir que su testimonio tenga que rechazarse por 

completo”4. Acentuó el Foro a quo que si el Jurado, en el ejercicio 

de su discreción, se convence “de que el resto de lo declarado por 

el testigo es verdadero, puede entonces tomar en consideración eso 

para rendir el veredicto.” 5 

 Debidamente instruido, el Jurado escuchó el testimonio 

vertido por la Sra. Meléndez Santiago. Ésta testificó haber arribado 

el día de los hechos al negocio Maruca en su vehículo de motor, 

Nissan Sentra blanco, estacionando el mismo al lado de un camión 

que se encontraba frente al negocio.6 En dicho local se encontró 

con varias personas, incluyendo al apelante López Román, y al Sr. 

Rodríguez Meléndez, con quienes compartió a las afueras del 

negocio. 7 La testigo presenció cuando, en medio de una discusión 

suscitada entre el Sr. López Román y el Sr. Rodríguez Meléndez, el 

apelante, amenazó con disparar al occiso8. Igualmente vio cuando 

el Sr. López Román utilizó su mano izquierda para sacar un arma 

de fuego localizada dentro de la parte delantera de su pantalón, 

haciendo luego un gesto para disparar al Sr. Rodríguez Meléndez,9 

parado frente a éste10, a una distancia de no más de un pie entre 

ambos.11  Por último, la Sra. Meléndez Santiago testificó que al 

presenciar el arma de fuego en la mano del Sr. López Román, se 

volteó y tapó sus oídos escuchando la detonación de la misma.12 Al 

voltearse nuevamente en dirección del Sr. López Román, la testigo 

vio al Sr. Rodríguez Meléndez caer derecho hacia atrás, hasta 

llegar al suelo13, y sangre comenzó a salir de su cabeza.14  

                                                 
4
 Id., a la pág. 656. 

5
 Id., a la pág. 657. 

6
 Id., a las págs. 177, 211. 

7
 Id., a las págs. 186-187. 

8
 Id., a la pág. 194. 

9
 Id., a las págs. 200-201. 

10
 Id., a la pág. 198. 

11
 Id., a la pág. 199. 

12
 Id., a las págs. 200-202.  

13
 Id., a las págs. 203-204. 

14
 Id., a la pág. 211. 
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 Precisa recalcar que el testimonio presentado por la Sra. 

Meléndez Santiago, es cónsono con el testimonio vertido por los 

otros testigos presentados del Ministerio Público. Coincidió así con 

la descripción de lugar de los hechos15 ofrecida por el Investigador 

Forense Castro González, incluyendo la localización del camión 

frente al establecimiento, 16  y del vehículo de motor de la Sra. 

Meléndez Santiago, estacionado al lado del mismo. De igual forma, 

el testimonio de la testigo surge acorde con el testimonio de dicho 

Investigador Forense, así como del Investigador Forense Bonilla 

Laboy, cuando ambos destacaron la posición decúbito dorsal del 

cuerpo del Sr. Rodríguez Meléndez, luego de ser impactado por la 

bala disparada por el arma de fuego sostenida por el Sr. López 

Román17 , al igual que la localización de la herida de bala que 

produjo la muerte de éste18.  

Sobre este último hecho, es menester destacar que la 

Patóloga Forense Rodríguez Morales, igualmente resaltó en su 

análisis, que el cuerpo del occiso presentó evidencia extrema de 

trauma en el lado derecho del rostro.19 Ello, como consecuencia de 

una herida de bala disparada a distancia intermedia, de menos de 

dos pies de distancia.20 Fundamentada en su examen, la perito 

concluyó que la causa de muerte del Sr. Rodríguez Meléndez fue 

una herida de bala a la cara, producida por otra persona.21  

Siendo esto así, concluimos que el testimonio de la Sra. 

Meléndez Santiago, a la luz de la prueba adicional presentada, fue 

propiamente dirimido por el Jurado, a quien le mereció entera 

credibilidad, entendiendo así que el Ministerio Público demostró 

más allá de toda duda razonable, que en los actos del Sr. López 

                                                 
15

 Id., a la pág. 47. 
16

 Id., a la pág. 70. 
17

 Id., a las págs. 88-89, 150. 
18

 Id., a las págs. 94, 152  
19

 Id., a la pág. 323. 
20

 Id., a la pág., 330. 
21

 Id., a la pág. 328. 
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Román se configuraron los elementos del delito de asesinato en 

primer grado, en su modalidad de premeditación, y de violación a 

la Ley de Armas, supra. Ante esto, toda vez que conforme a la 

norma de Derecho anteriormente reseñada, las determinaciones de 

hechos y la adjudicación de credibilidad hechas en instancia le 

corresponde en primera instancia al juzgador de los hechos, y en 

vista de que la parte apelante no logró establecer que la evidencia 

provista por la testigo presencial adolezca de error manifiesto, 

pasión, prejuicio o parcialidad, no se justifica en Derecho nuestra 

intervención a nivel apelativo. 

 Mediante su segundo y tercer señalamiento de error, la parte 

apelante plantea que el TPI erró al no permitir la presentación de 

unas fotocopias, alegadamente correspondientes a unos mensajes 

de texto amenazantes, enviados por la Sra. Meléndez Santiago, a la 

Sra. Rivas Urrutia. Arguye el apelante que las mencionadas 

fotocopias debieron ser admitidas como prueba de corroboración 

del testimonio de la testigo Rivas Urrutia, y como escrito para 

refrescar la memoria de ésta.  

 Sin embargo, se desprende del expediente, y de la 

transcripción de la prueba oral, que las mencionadas fotocopias de 

los mensajes de texto no formaron parte del procedimiento de 

descubrimiento de prueba, conforme a la Regla 95 (A) de 

Procedimiento Criminal, supra, planteamiento que fue 

oportunamente formulado por el Ministerio Público, y admitido por 

la defensa.22  

 Por ende las mencionadas copias ofrecidas por la defensa 

constituyeron documentación no fue traída durante el 

procedimiento de descubrimiento de prueba, y por tal razón, el 

Ministerio Público no tuvo oportunidad de inspeccionarlas, ni de 

confrontar a la testigo con las mismas. Por tal razón, el TPI 

                                                 
22

 Id., a la pág. 379. 
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permitió el testimonio de la Sra. Rivas Urrutia en relación a los 

mencionados mensajes de texto, sin embargo, prohibió la admisión 

en evidencia de dichas fotocopias.  

A tenor con lo anterior, y a la luz de la norma anteriormente 

citada, es nuestra opinión que la determinación del Foro a quo, al 

no admitir en evidencia las fotocopias ofrecidas por la defensa, fue 

correcta en Derecho. Más aún, al examinar dicha decisión del TPI, 

entendemos que la misma no incidió en un factor decisivo o 

sustancial de la Sentencia impugnada. La no admisión de las 

fotocopias de los mencionados mensajes de textos entre la Sra. 

Meléndez Santiago, y la Sra. Rivas Urrutia, no incidió de forma 

alguna en el hecho probado de que el Sr. López Román incurrió en 

la conducta delictiva que se le imputó. 

Así también concluimos en cuanto al testimonio de la Sra. 

Meléndez Rivera, cuya admisión impugna la parte apelante en su 

cuarto señalamiento de error. Es nuestro parecer que la reacción 

emocional de dicha testigo durante el testimonio directo, no 

empece al peso que pudiera o no tener ante la percepción del 

juzgador, tampoco constituyó un factor decisivo para arribar al 

dictamen que el apelante impugna en este recurso. Antes bien, 

entendemos que fue la totalidad de la prueba documental y 

testimonial presentada por el Ministerio Público, la que llevó al 

juzgador a concluir que dicha parte demostró más allá de toda 

duda razonable, que mediante la acción realizada por el Sr. López 

Román contra el Sr. Rodríguez Meléndez el día de los hechos, se 

configuraron los elementos del delito de asesinato en primer grado, 

en su modalidad de premeditación, y de violación a la Ley de 

Armas, supra. Concluimos así, que una determinación distinta por 

parte del TPI, sobre las respectivas pruebas señaladas por la parte 

apelante, hubiera llevado al juzgador de los hechos al mismo 

resultado aquí impugnado.  



 
 

 
KLAN201400977 

 

 

 

16 

 En lo concerniente al quinto error formulado, en su Alegato 

presentado el 24 de agosto de 2015, podría destacarse que el 

apelante indicó el retiro de dicho señalamiento en la medida en 

que no fue cometido por el TPI. Ello, tras examinar la transcripción 

de la prueba oral estipulada. En vista de lo anterior, se hace 

innecesaria la discusión del mismo. 

IV. 

Por los fundamentos antes reseñados, los cuales hacemos 

formar parte de esta Sentencia, confirmamos el dictamen del 

Tribunal de Primera Instancia objeto del presente recurso de 

apelación.  

Notifíquese a todas las partes y a la Oficina de la 

Procuradora General. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


